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CPROYECTO DE LEY  
NÚMERO 118 DE 2015 SENADO

por medio de la cual se regulan los procedimientos 
de la Comisión de Aforados y se dictan otras 

disposiciones.
El Congreso de Colombia,

DECRETA:
TÍTULO I

DISPOSICIONES PRELIMINARES
Artículo 1°. Objeto y ámbito de aplicación. La 

presente ley regula el procedimiento de investiga-
ción y juzgamiento de los funcionarios aforados a 

Política de Colombia.
Artículo 2°. Dignidad humana. Todos los inter-

ley serán tratados con el respeto debido a la dignidad 
inherente al ser humano.

Artículo 3°. Integración. En el procedimiento al 

en materia de garantías se hallan consignadas en la 
Constitución Política y en los Tratados y Convenios 

En lo no previsto de manera expresa por esta ley, 
se aplicarán las disposiciones de la Ley 906 de 2004, 
en materia penal, el Código General Disciplinario en 
materia disciplinaria y la Ley 610 de 2000, en mate-

complementen o sustituyan.
Artículo 3°. Libertad. Toda persona tiene derecho 

a que se respete su libertad. Nadie puede ser molesta-
do en su persona o familia, ni privado de su libertad, 
ni su domicilio registrado, sino en virtud de manda-
miento escrito emitido por autoridad judicial com-
petente, emitido con las formalidades legales y por 

La detención preventiva únicamente procederá 
para quienes hayan sido acusados por una infracción 
penal solo podrá decretarse después de presentada la 
acusación ante la Sala de Casación Penal de la Corte 
Suprema de Justicia, y estará sujeta a los requisitos 
previstos en la Ley 906 de 2004.

Artículo 4°. Prelación de los tratados internacio-
nales. En la actuación prevalecerá lo establecido en 

por Colombia que traten sobre derechos humanos y 
que prohíban su limitación durante los estados de ex-
cepción.

Artículo 5°. Igualdad. Es deber de todos los fun-
cionarios encargados de la investigación y/o juzga-
miento de los sujetos de que trata la presente ley, 
hacer efectiva la igualdad de los intervinientes en 
el desarrollo de la actuación procesal. Nadie podrá 
ser discriminado por razones de sexo, orientación 
sexual, raza, condición social, profesión, origen na-
cional o familiar, lengua, credo religioso, opinión 

Artículo 6°. Debido proceso. Los sujetos de que 

serán investigados por la Comisión de Aforados por 
las conductas de su competencia, y juzgados por las 
mismas, con observancia formal y material de las 
normas que determinen la ritualidad del proceso, en 
los términos de esta ley y con observancia de las dis-
posiciones que le sean concordantes.

Imparcialidad. Los funcionarios en-
cargados de la investigación y el juzgamiento de los 
sujetos de que trata la presente ley se orientarán por 
el imperativo de establecer con objetividad la verdad 
y la justicia.

Legalidad. Los funcionarios afora-
dos serán investigados y juzgados de conformidad 
con lo dispuesto por la presente ley.
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En materia penal y disciplinaria, la ley procesal 
de efectos sustanciales permisiva o favorable se apli-
cará de preferencia a la restrictiva o desfavorable.

Las disposiciones de esta ley se aplicarán para la 
investigación y juzgamiento de conductas cometidas 
con posterioridad a la vigencia del Acto Legislativo 
número 02 de 2015.

Artículo 9°. Presunción de inocencia. Los fun-
cionarios aforados se presumen inocentes y deben 

En consecuencia, corresponderá a la Comisión 
de Aforados la carga de la prueba acerca de la res-

razonable que se presente se resolverá a favor del 
procesado.

Artículo 10. Derechos de la defensa. En desa-
rrollo de la actuación, una vez abierta la investiga-
ción, el funcionario aforado tendrá derecho, en plena 
igualdad respecto de la Comisión de Aforados, en lo 
que aplica a:

a) No ser obligado a declarar en contra de sí mis-
mo ni en contra de su cónyuge, compañero perma-
nente o parientes dentro del cuarto grado de consan-

b) No autoincriminarse ni incriminar a su cón-
yuge, compañero permanente o parientes dentro del 
cuarto grado de consanguinidad o civil, o segundo 

d) Que no se utilice en su contra el contenido de 
las conversaciones tendientes a lograr un acuerdo 
para la declaración de responsabilidad en cualquiera 
de sus formas o de un método alternativo de solución 

e) Ser oído, asistido y representado por un aboga-

f) Tener comunicación privada con su defensor 

g) Conocer los cargos por los cuales está siendo 
procesado, expresados en términos que sean com-
prensibles, con indicación expresa de las circuns-
tancias conocidas de modo, tiempo y lugar que los 

h) Disponer de tiempo razonable y de medios 
adecuados para la preparación de la defensa. De ma-
nera excepcional, podrá solicitar las prórrogas debi-

j) En materia penal, tener un juicio público, oral, 
contradictorio, concentrado, imparcial, con inmedia-

el cual pueda, si así lo desea, por sí mismo o por 
conducto de su defensor, interrogar en audiencia a 
los testigos de cargo y a obtener la comparecencia, 
de ser necesario aun por medios coercitivos, de testi-

gos o peritos que puedan arrojar luz sobre los hechos 

k) Renunciar a los derechos contemplados en los 
literales b), c) y j) siempre y cuando se trate de una 
manifestación libre, consciente, voluntaria y debida-
mente informada. En estos eventos, requerirá siem-
pre el asesoramiento de su abogado defensor.

Artículo 11. Lealtad. Todos los que intervienen 
en la actuación, sin excepción alguna, están en el de-
ber de obrar con absoluta lealtad y buena fe.

Artículo 12. Gratuidad. La actuación procesal no 
causará erogación alguna a quienes en ella interven-
gan, en cuanto al servicio de administración de justi-
cia que prestan la Comisión de Aforados, el Congre-
so de la República y la Corte Suprema de Justicia.

Artículo 13. Intimidad. Toda persona tiene dere-
cho al respeto de su intimidad. Nadie podrá ser mo-
lestado en su vida privada.

No podrán hacerse registros, allanamientos, ni 
incautaciones en domicilio, residencia o lugar de 
trabajo, sino en virtud de orden escrita emitida por 
autoridad judicial competente, con arreglo a las for-

y demás contempladas en la ley.
De la misma manera deberá procederse cuando 

resulte necesaria la búsqueda selectiva en bases de 
datos computarizadas, mecánicas o de cualquier otra 
índole, que no sean de libre acceso, o cuando fuere 
necesario interceptar comunicaciones.

Artículo 14. Contradicción. Las partes tendrán 
derecho a conocer y controvertir las pruebas, así 
como a intervenir en su formación, tanto las que sean 
producidas o incorporadas en el juicio, como las que 
se practiquen en forma anticipada.

Para garantizar plenamente este derecho, en ma-
teria penal, la Comisión de Aforados deberá, por 
conducto de la Sala de Casación Penal de la Corte 
Suprema de Justicia, suministrar todos los elementos 
probatorios e informes de que tenga noticia, inclui-
dos los que sean favorables al procesado, una vez 
formulada la acusación.

Artículo 15. Inmediación. En el juicio penal úni-
camente se estimará como prueba la que haya sido 
producida o incorporada en forma pública, oral, con-
centrada y sujeta a confrontación y contradicción 
ante el juez de conocimiento. En ningún caso podrá 
comisionarse para la práctica de pruebas. Sin embar-
go, en las circunstancias excepcionalmente previstas 
en la Ley 906 de 2004, podrá tenerse como prueba la 
producida o incorporada de forma anticipada durante 
la audiencia ante juez de control de garantías.

Artículo 16. Concentración. En materia penal, 
durante la actuación procesal, la práctica de pruebas 

ello no fuere posible, se hará en días consecutivos, 
sin perjuicio de que la Sala de Casación Penal de la 
Corte Suprema de Justicia excepcionalmente suspen-
da la audiencia por un término hasta de treinta (30) 
días, si se presentaren circunstancias especiales que 
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surjan otras audiencias concurrentes, de modo que 
concentre su atención en un solo asunto.

Publicidad. La actuación procesal 
será pública. Tendrán acceso a ella, además de los 
intervinientes, los medios de comunicación y la co-
munidad en general. Se exceptúan los casos en los 
cuales el juez considere que la publicidad de los pro-
cedimientos pone en peligro a las víctimas, testigos, 

-

-
meta seriamente el éxito de la investigación.

Juez natural. Nadie podrá ser juzga-
do por juez o tribunal ad hoc o especial, instituido 
con posterioridad a la comisión de la conducta por 
fuera de lo dispuesto por esta ley.

Artículo 19. Cosa juzgada. La persona cuya si-
-

cutoriada o providencia que tenga la misma fuerza 
vinculante, no será sometida a nueva investigación 
o juzgamiento por los mismo hechos, salvo que la 
decisión haya sido obtenida mediante fraude o vio-
lencia, o en casos de violaciones a los derechos hu-
manos o infracciones graves al Derecho Internacio-
nal Humanitario, que se establezcan mediante deci-
sión de una instancia internacional de supervisión y 
control de derechos humanos, respecto de la cual el 
Estado colombiano haya aceptado formalmente la 
competencia.

Artículo 20. Investigación integral y non bis in 
ídem. La investigación adelantada por la Comisión 
de Aforados será integral y estará referida a las im-

-
ga la conducta.

No obstante, de presentarse acusación penal no 
se procederá con la investigación ni juzgamiento en 

-
te de un mismo supuesto fáctico y la imputación pe-
nal comprenda el desvalor que tendría esta conducta 

Artículo 21. Restablecimiento del derecho. Cuan-
do sea procedente, la Comisión de Aforados deberá 
adoptar las medidas necesarias para hacer cesar los 
efectos producidos por la conducta investigada y las 
cosas vuelvan a su estado anterior, si ello fuere posi-
ble, de modo que se restablezcan los derechos que-
brantados, independientemente de la responsabilidad 

Artículo 22. Cláusula de exclusión. Toda prueba 
obtenida con violación de las garantías fundamen-
tales será nula de pleno derecho, por lo que deberá 
excluirse de la actuación procesal. Igual tratamiento 
recibirán las que sean consecuencia de las pruebas 
excluidas, o las que solo puedan explicarse en razón 
de su existencia.

Para estos efectos, se deben considerar los si-
guientes criterios: el vínculo atenuado, la fuente in-
dependiente, el descubrimiento inevitable y los de-
más que establezca la ley.

Artículo 23. Independencia de la Rama Judicial. 

de la Constitución es proteger la independencia de la 
Rama Judicial. En todas sus actuaciones, la Comi-
sión de Aforados respetará la naturaleza de las Altas 
Cortes como órganos de cierre de la jurisdicción y 
del Fiscal General de la Nación como investigador 
autónomo en materia penal. Las investigaciones no 
podrán versar sobre el contenido de las providencias 
judiciales o de las investigaciones penales adelan-
tadas por la Fiscalía General de la Nación, sin per-
juicio de la responsabilidad a la que haya lugar por 
favorecer indebidamente intereses propios o ajenos.

Artículo 24. Inmunidad respecto del sentido de 
las decisiones. En ningún caso el procedimiento de 
que trata la presente ley podrá utilizarse como medio 
para exigir a los sujetos aforados responsabilidad por 
los votos y opiniones emitidos en sus providencias 
judiciales o consultivas, proferidas en ejercicio de su 
independencia funcional, sin perjuicio de la respon-
sabilidad a la que haya lugar por favorecer indebida-
mente intereses propios o ajenos.

Artículo 25. Integralidad del fuero. El fuero re-
glamentado en esta ley se presume integral y exhaus-
tivo. En consecuencia, no podrá iniciarse actuación 
sancionatoria alguna contra los funcionarios afora-
dos, ni respecto de las funciones de los mismos una 
vez hayan dejado el cargo, por fuera de las previsio-
nes de esta ley.

Los funcionarios aforados no serán responsables 
por faltas disciplinarias distintas a las faltas de in-
dignidad por mala conducta previstas en el Código 
General Disciplinario.

TÍTULO II
PROCEDIMIENTO ÚNICO  

DE INVESTIGACIÓN
CAPÍTULO I 

Disposiciones Generales
Artículo 26. Titularidad de la acción procesal. El 

Estado, por conducto de la Comisión de Aforados, 

de las conductas que sean de su competencia.
Competencia. La Comisión de Afo-

rados será competente para investigar las conductas 

por Magistrados de la Corte Constitucional, Magis-
trados de la Corte Suprema de Justicia, Magistrados 
del Consejo de Estado, Magistrados de la Comisión 
Nacional de Disciplina Judicial y Fiscal General de 
la Nación, en el ejercicio de sus funciones o con oca-
sión de estas, aunque hubieren cesado en el ejercicio 
de sus cargos.

En materia disciplinaria, la Comisión de Afora-
dos conocerá de las faltas de indignidad por mala 
conducta.

Partes en el proceso. En los procesos 
que adelante la Comisión de Aforados, las partes se-
rán las siguientes:

En materia penal, la Comisión de Aforados hará 
las veces de acusador, para lo cual contará con las 
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mismas facultades y deberes que la Fiscalía Gene-
ral de la Nación, salvo lo dispuesto en esta ley. La 
función de control de garantías será ejercida por el 
Tribunal Superior del Distrito Judicial de Bogotá, 
cuya Sala Penal designará un Magistrado para estos 
efectos. El Juez de Conocimiento será la Corte Su-
prema de Justicia, por conducto de la Sala de Casa-
ción Penal.

En materia disciplinaria, la Comisión de Aforados 
adelantará la investigación y practicará las pruebas a 
las que haya lugar. La Cámara de Representantes de-
cidirá de fondo sobre la responsabilidad disciplinaria 
y el Senado decidirá en segunda instancia.

-
tigará y decidirá de fondo sobre la responsabilidad 
a la que haya lugar. La Cámara de Representantes 
resolverá en grado de consulta.

Parágrafo. Cuando el sujeto investigado sea Ma-
gistrado de la Corte Suprema de Justicia, el juzga-
miento será asumido por una Sala de Conjueces de-
signada de una lista previamente elegida por el Con-
sejo de Estado. La función de control de garantías 
será ejercida por un conjuez del Tribunal Superior 
del Distrito Judicial de Bogotá.

CAPÍTULO II 
Investigación Preliminar Única

Artículo 29. Inicio de la investigación. La Comi-
sión de Aforados iniciará la investigación de todos 
los hechos que sean de su competencia y que lleguen 
a su conocimiento por medio de denuncia, petición 

-
dien motivos y circunstancias fácticas que indiquen 
la posible existencia del mismo.

La investigación preliminar se adelantará como 
un solo procedimiento y equivale a la fase de indaga-
ción preliminar en materia penal, indagación previa 
en materia disciplinaria e indagación preliminar en 

Artículo 30. Objeto de la investigación prelimi-
nar. La investigación preliminar tiene por objeto de-
terminar si la conducta investigada es de relevancia 

Aforados deberá recaudar los elementos probatorios 
-

rrencia de la conducta objeto de la investigación así 
como la participación del aforado en ella.

Al cabo de esta etapa, la Comisión de Aforados 
deberá proseguir con una investigación formal de 

archivo de las actuaciones, de ser el caso.
La Comisión de Aforados, en pleno, podrá decidir 

que la etapa de investigación preliminar no es ne-
cesaria para aquellos casos en donde la información 
con la que se cuente al momento de iniciar la inves-

tal caso, procederá directamente con la investigación 
formal.

Artículo 31. Investigador destacado. Al momen-
to de dar inicio a la investigación por alguno de los 
hechos de su competencia, la Comisión de Aforados 
designará uno de sus miembros como investigador 

destacado para que adelante todas las actuaciones a 
las que haya lugar, de conformidad con lo dispuesto 
en esta ley.

Este Comisionado será el encargado de adelantar 
la investigación para el caso al cual haya sido desig-
nado y presentará los resultados a la Comisión en 

-

En la ejecución de sus funciones, el investigador 
destacado contará con los mismos deberes y atribu-
ciones que la Fiscalía General de la Nación, según lo 
dispuesto por la Constitución y la Ley 906 de 2004, 
salvo que esta ley disponga lo contrario.

Artículo 32. Órganos de policía judicial. Para eje-
cutar los actos investigativos a los que haya lugar, 
la Comisión de Aforados podrá requerir la colabora-
ción de cualquiera de las autoridades previstas en los 
artículos 202 a 204 de la Ley 906 de 2004, quienes 
deberán actuar bajo la dirección y la coordinación de 
la Comisión de Aforados y acatar sus instrucciones.

Artículo 33. Actos investigativos. La Comisión de 
Aforados será competente para ordenar todos los ac-
tos investigativos a los que haya lugar en el marco de 

Las actuaciones investigativas que requieran con-
trol previo y/o posterior de legalidad de conformidad 
con la Ley 906 de 2004 respetarán esta exigencia in-
dependientemente de la naturaleza penal, disciplina-

Artículo 34. Medidas cautelares y de asegura-
miento. En el marco de la investigación formal, la 
Comisión de Aforados podrá solicitar al Juez de 
Control de Garantías la imposición de una o varias 
medidas cautelares o de aseguramiento a las que 
haya lugar, de conformidad con lo dispuesto por la 
Ley 906 de 2004.

No obstante, en materia penal, la medida de ase-
guramiento de detención preventiva en estableci-
miento de reclusión intramural o la domiciliaria so-
lamente procederá una vez presentada la acusación 
ante la Sala de Casación Penal de la Corte Suprema 
de Justicia.

Artículo 35. Suspensión en el cargo. Desde la 
apertura de la investigación preliminar y mientras no 

-
te Constitucional, de la Corte Suprema de Justicia, 
del Consejo de Estado y de la Comisión Nacional de 
Disciplina Judicial, podrán solicitar a la Comisión de 
Aforados la suspensión del Magistrado bajo investi-
gación. La Comisión de Aforados decidirá sobre la 
suspensión en pleno.

Artículo 36. Archivo de las diligencias. Cuando 
la Comisión de Aforados tenga conocimiento de un 
hecho respecto del cual constate que no existen mo-
tivos o circunstancias fácticas que permitan su carac-
terización como una conducta de relevancia penal, 

su posible existencia como tal, dispondrá el archivo 
de la actuación.

Sin embargo, si surgieren nuevos elementos pro-
batorios que cambien esta situación, se reanudará la 
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investigación mientras no se haya extinguido la ac-
ción.

Término de la investigación prelimi-
nar. El investigador destacado contará con un térmi-
no de hasta seis (6) meses para adelantar la investi-
gación preliminar de que trata este Capítulo. Vencido 
este término, deberá presentar sus resultados a la Co-
misión de Aforados en pleno, tras lo cual se decidirá 
el archivo de las actuaciones o la apertura de una in-

CAPÍTULO III
Investigación Formal
Apertura de la investigación formal. 

Si tras la investigación preliminar se encuentra que 
-

cal y es objeto de su competencia, la Comisión de 
Aforados procederá de conformidad con lo dispuesto 
en este capítulo.

Artículo 39. Subsidiariedad de las actuaciones. 
Si se encuentra que la conducta es de relevancia pe-
nal, se procederá exclusivamente por esta vía formu-
lando imputación ante Juez de Control de Garantías 
de conformidad con lo dispuesto por la Ley 906 de 
2004, siempre y cuando se trate de un mismo supues-
to fáctico y la imputación penal comprenda el desva-
lor que tendría esta conducta respecto de lo discipli-

Si la conducta no es de relevancia penal o, siéndo-
lo, no se da el supuesto del inciso anterior, y consis-
te en una falta disciplinaria de indignidad por mala 
conducta, se procederá de conformidad con lo dis-

-
ca, desarrollado por esta ley.

En caso de que la conducta investigada sea de re-
-

tación, de conformidad con lo dispuesto por la Ley 
610 de 2000.

Artículo 40. Investigación penal. De encontrar 
que la conducta investigada es de connotación penal, 
el investigador destacado procederá a formular im-
putación ante el Magistrado de Control de Garantías, 
de conformidad con lo dispuesto por la Ley 906 de 
2004.

De encontrar mérito para ello, el investigador des-
tacado presentará un proyecto de acusación ante la 
Comisión de Aforados para que, en pleno, decida su 
presentación o no ante la Corte Suprema de Justicia.

Artículo 41. Investigación disciplinaria. Cuando 
la conducta investigada no tenga relevancia penal o 
no cumpla con los supuestos de subsidiariedad de las 
actuaciones, pero constituya una falta disciplinaria 
de indignidad por mala conducta, la Comisión de 
Aforados adelantará la investigación disciplinaria.

De encontrar que está objetivamente probada la 
falta y que existe prueba que compromete la res-
ponsabilidad del aforado, el investigador destacado 
citará a audiencia ante la Comisión de Aforados y 
formulará pliego de cargos.

La audiencia se celebrará ante la Comisión de 
Aforados en pleno. De encontrar mérito para ello, el 

investigador destacado presentará acusación ante la 
Comisión de Aforados para que, en pleno, decida su 
presentación o no ante la Cámara de Representantes. 
La acusación en materia disciplinaria será un pro-
yecto de fallo, el cual deberá contener todos los ele-
mentos contemplados por el artículo 231 del Código 
General Disciplinario.

El investigador destacado tendrá un término de 
sesenta (60) días entre la apertura de la investigación 
formal y la decisión de citación a audiencia y formu-
lación de cargos.

Artículo 42.  Cuando la con-
ducta investigada constituya un daño patrimonial al 
Estado, el investigador destacado dictará auto de im-

-
lantará el procedimiento previsto en la Ley 610 de 
2000.

De encontrar mérito para ello, el investigador 
destacado presentará un proyecto de fallo a la Comi-
sión de Aforados para que, en pleno, decida de fondo 

La decisión que adopte la Comisión de Aforados 
será susceptible de grado de consulta ante la Cámara 
de Representantes.

Artículo 43. Decisión de la Comisión de Afora-
dos. Presentada la acusación penal o disciplinaria, o 

-
misión de Aforados deberá decidir lo pertinente en 
un término máximo de quince (15) días.

De aprobar la acusación, se procederá de confor-
midad con lo dispuesto por el siguiente capítulo. En 
caso contrario, se procederá al archivo de las dili-
gencias.

La Comisión de Aforados se pronunciará de fon-

el proyecto que para estos efectos le fuere presentado 
por el investigador destacado. En caso de aprobarlo, 
procederá el grado de consulta ante la Cámara de Re-
presentantes.

CAPÍTULO IV 
De la Acusación

Artículo 44. Acusador. Aprobada la acusación 
por la Comisión de Aforados, el investigador desta-
cado por esta entidad para adelantar la investigación 
formal hará las veces de acusador en la etapa de juz-
gamiento penal y/o disciplinario.

Artículo 45. Acusación. La acusación penal se-
guirá lo dispuesto por la Ley 906 de 2004.

La acusación disciplinaria que la Comisión de 
Aforados formule ante la Cámara de Representantes 
deberá ser un proyecto de fallo con todos los elemen-
tos previstos en el artículo 231 del Código General 
Disciplinario.

Artículo 46. Decisiones que requieren aproba-
ción por la Comisión de Aforados. La preclusión de 
la investigación penal, así como la decisión de optar 
por cualquier mecanismo de terminación anticipada 
del proceso, requerirán de la aprobación de la Comi-
sión de Aforados en pleno, además de los requisitos 
previstos en la legislación procesal respectiva.
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TÍTULO III
JUZGAMIENTO

Juicio penal. La Sala de Casación 
Penal adelantará el juzgamiento de los funcionarios 
aforados de que trata esta ley de conformidad con lo 
dispuesto por la Ley 906 de 2004.

Juicio disciplinario. Presentado el 
proyecto de fallo disciplinario ante la Cámara de Re-
presentantes, esta deberá decidir dentro de los treinta 
(30) días siguientes si lo aprueba o lo imprueba. La 
aprobación de la sanción disciplinaria deberá adop-
tarse por mayoría absoluta.

La decisión de la Cámara de Representantes po-
drá ser apelada por el aforado ante el Senado. La de-
cisión absolutoria de la Cámara de Representantes 
no será susceptible de apelación.

Recibido el escrito de apelación, el Presidente del 
Senado designará una comisión accidental de apela-
ción, conformada por cinco (5) senadores, garanti-

política de sus miembros, y con presencia de sena-
dores de partidos minoritarios, que deberá presentar 
proyecto de fallo ante la plenaria del Senado. De ma-
nera previa a la elaboración del proyecto de fallo, 
la comisión accidental de apelación podrá ordenar a 
la Comisión de Aforados la práctica de pruebas de 

-
neral Disciplinario.

-
ción, este deberá ser aprobado por mayoría absoluta 
de la plenaria del Senado.

En todo caso, la ausencia de quórum o mayoría 
para la aprobación conllevará la revocatoria de la 
sanción.

Artículo 49. Consulta del fallo de responsabili-
-

do por la Comisión de Aforados será susceptible del 
grado de consulta ante la Cámara de Representantes. 

-
llo a la Cámara de Representantes.

Recibido el fallo, el Presidente de la Cámara de 
Representantes designará una comisión accidental 
conformada por cinco (5) representantes, garantizan-
do en todo momento la diversidad de orientación y/o 

de representantes de partidos minoritarios la cual de-
berá presentar un proyecto de fallo a la plenaria de la 

-

el monto de la sanción impuesta por la Comisión de 
Aforados.

-
ción, este deberá ser aprobado por mayoría absoluta 
de la Cámara de Representantes.

Si el proyecto de fallo propone revocar la sanción 
o disminuirla, este deberá ser aprobado por mayoría 
simple.

En todo caso, la ausencia de quórum o mayoría 
para la aprobación conllevará la revocatoria de la 
sanción.

Artículo 50. No procedencia de recurso o acción. 
Contra el sentido de la decisión del Congreso no 
procederá ningún recurso o acción. Sin embargo el 
aforado podrá ejercer la acción de tutela por defec-
to procedimental en caso de vulneración del debido 
proceso.

TÍTULO IV
ELECCIÓN DE LA COMISIÓN DE AFORADOS

Artículo 51. Conformación. La Comisión de Afo-
rados estará conformada por cinco (5) Comisiona-
dos, garantizando en todo momento la presencia de 
un (1) Comisionado de especialidad penal, uno (1) 
de especialidad disciplinaria y uno (1) de especiali-

-
misionados, se tendrá en cuenta un título de posgra-
do en la respectiva área y al menos diez (10) años de 
ejercicio profesional relacionado.

El Consejo de Gobierno Judicial reglamentará 
las convocatorias para las listas de miembros de la 
Comisión de Aforados, de conformidad con el artí-
culo 126 de la Constitución y los lineamientos que al 
respecto establezca la Ley Estatutaria de Administra-
ción de Justicia.

TÍTULO V
DISPOSICIONES FINALES Y TRANSITORIAS

Artículo 52. Remisión de expedientes. De confor-
midad con lo previsto en el parágrafo transitorio del 

-
sión de Investigación y Acusación de la Cámara de 
Representantes remitirá a la Comisión de Aforados 
todas las investigaciones que al momento de la po-
sesión de los miembros de esta Comisión no hayan 
sido objeto de resolución inhibitoria, remisión a la 
autoridad competente, apertura de investigación o 
acusación ante la Cámara de Representantes, si no lo 
hubiere hecho ya.

Artículo 53. Vigencia y derogatorias. La presente 
ley rige a partir de su promulgación y deroga todas 
las disposiciones que le sean contrarias.

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS
Introducción
El 1° de julio pasado, el Congreso de la Repú-

blica aprobó la creación de una Comisión de Afora-



G  915  Martes, 10 de noviembre de 2015 

dos para investigar y acusar al Fiscal General de la 
Nación y a los magistrados de las Altas Cortes por 
sus presuntos delitos y faltas disciplinarias. Esta de-
cisión fue producto de la Reforma de Equilibrio de 
Poderes y Reajuste Institucional, una norma dirigida 

la reelección presidencial y resolver el problema de 
la ausencia de controles efectivos en algunas esferas 
del Estado.

La Comisión de Aforados debe remplazar a la Co-
misión de Investigación y Acusación de la Cámara 
de Representantes en sus funciones investigativas. 

-
cedimiento que esta aplicará en sus distintas inves-
tigaciones. El procedimiento contemplado en este 
proyecto se basa en tres principios fundamentales:

1. La responsabilidad de los funcionarios afora-
dos debe derivarse de causales estrictas y taxativas 
y debe ser aplicada por medio de un proceso regla-
do. Por esa razón, el juicio penal lo realiza la Corte 
Suprema de Justicia como órgano de cierre de la ju-
risdicción ordinaria. Por otra parte, el juicio por in-
dignidad no es un juicio político, similar a la moción 
de censura que se realiza contra los ministros del 
despacho. Se trata de un juicio disciplinario, razón 

-
ciplinarias de indignidad por mala conducta”.

2. El fuero contemplado a favor de los magistra-
dos y el Fiscal General de la Nación, como lo ha di-
cho la Corte Constitucional, es integral1. Esto quiere 
decir que ningún procedimiento sancionatorio puede 
llevarse a cabo contra estos funcionarios por fuera de 

independencia se vería en riesgo ante las presiones 
de procedimientos sancionatorios distintos al previs-
to constitucionalmente.

3. Las actuaciones a cargo del Congreso son 
funciones eminentemente políticas. Su función, en 

la sanción que con criterio exclusivamente técnico 
proponga la Comisión de Aforados. La decisión de 
aprobar o improbar debe seguir de una deliberación 
política y una votación de la cual no pueden deri-
varse responsabilidades para el congresista2. Por ese 
motivo la Constitución prohíbe practicar pruebas o 
interponer recursos respecto de la decisión del Con-
greso, es decir, frente a la votación que apruebe o im-
pruebe una sanción. Por ese motivo, el proyecto de 
ley consigna todas las cargas de dirigir los procesos 
en la Comisión de Aforados, de manera que la única 
tarea a cargo de la Cámara de Representantes y el 
Senado de la República es reunirse y votar.

Estos tres postulados centrales del proyecto de 
ley se derivan del principio de independencia judi-
cial que forma parte de la Reforma de Equilibrio de 

-
ce una regla de inmunidad funcional a favor de los 
aforados así:

“Los Magistrados de la Corte Constitucional, de 
la Corte Suprema de Justicia, del Consejo de Estado, 
1  Sentencia SU-431 de 2015.
2

de la Comisión Nacional de Disciplina Judicial y el 
Fiscal General de la Nación serán responsables por 
cualquier infracción a la ley disciplinaria o penal 
cometida en el ejercicio de sus funciones o con oca-
sión de estas. En todo caso, no podrá exigírseles en 
ningún tiempo responsabilidad por los votos y opi-
niones emitidos en sus providencias judiciales o con-
sultivas, proferidas en ejercicio de su independencia 
funcional, sin perjuicio de la responsabilidad a la 
que haya lugar por favorecer indebidamente intere-
ses propios o ajenos.”

Esta regla de inmunidad funcional tiene varias 
consecuencias. En primer lugar, prohíbe perseguir a 
un magistrado o al Fiscal por el sentido o el conte-
nido de una decisión. Por ejemplo, la Comisión de 
Aforados tiene vedado usar el procedimiento investi-
gativo para cuestionar si es correcta la posición de la 

-
ción Política.

En segundo lugar, permite al legislador establecer 
tratos más favorables para los funcionarios aforados, 
siempre que estos (i) se dirijan a proteger la inde-
pendencia del funcionario y la integralidad del fuero 

de investigar efectivamente la posible comisión de 
delitos, faltas disciplinarias o daños patrimoniales al 
Estado.

Explicación del procedimiento
El procedimiento regulado en este proyecto se 

inicia con una investigación preliminar única, la 
cual debe comprender todo el universo de posibles 
delitos, faltas disciplinarias y daños patrimoniales al 

si la conducta investigada es de relevancia penal, 

a la Comisión de Aforados la necesidad de iniciar 
dos o tres procedimientos distintos respecto de una 
misma persona, lo cual podría pasar con frecuencia. 
Por ejemplo, si un magistrado fuere acusado de un 
acto de corrupción, su conducta tendría potencial-
mente relevancia penal y disciplinaria, pero no por 
eso deberían abrirse dos procedimientos idénticos 
ante el mismo órgano.

-
ciones, y centrar la primera parte de la investigación 
preliminar en establecer los hechos y su relevancia.

Una vez realizada la investigación preliminar, la 
Comisión de Aforados debe decidir si continúa con 
una investigación formal. Ya en esta etapa, los pro-
cedimientos se dividen así:

1. Si la conducta es de relevancia penal, solamen-
te se sigue este procedimiento, a menos que en lo 
disciplinario los hechos o el desvalor sean distintos. 
En este componente opera un fuero de atracción ha-
cia lo penal, de manera que sea la Corte Suprema 

-
rado es o no responsable y se evite la multiplicidad 
de procedimientos y decisiones en sentidos distintos.

En el procedimiento penal se deberá aplicar la 
Ley 906 de 2004, y el control de garantías lo deberá 
ejercer el Tribunal Superior de Bogotá.
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2. Si se decide que la conducta no es de relevancia 
penal, pero sí disciplinaria, o que teniendo relevancia 
para ambos ordenamientos la falta disciplinaria com-
prende un desvalor distinto, se deberá continuar con 
la investigación de conformidad con el Código Ge-
neral Disciplinario3. El procedimiento disciplinario 
debe ser adelantado integralmente por la Comisión 
de Aforados y debe terminar en un proyecto de fallo 
que se presente ante la Cámara de Representantes, 
la cual deberá aprobarlo o improbarlo. Esta decisión 
puede ser apelada ante el Senado, quien debe aprobar 
o improbarla.

3. De la misma manera debe procederse respecto 
-

dimiento previsto en la Ley 610 de 2000. La decisión 

medio de un , pero 
la misma estará sujeta al grado de consulta ante la 
Cámara de Representantes.

Resumen del articulado
El Título I consagra los principios rectores del 

procedimiento. Entre ellos vale destacar cuatro:
de presen-

tarse acusación penal no se procederá con la inves-
tigación ni juzgamiento en materia disciplinaria o 

-
to fáctico y la imputación penal comprenda el des-
valor que tendría esta conducta respecto de lo disci-

”. El proyecto propone establecer 
esta garantía a favor de los magistrados y el Fiscal 

juzgada, si una persona es o no responsable por una 
conducta. Sería un contrasentido que una persona 
fuera declarada responsable disciplinariamente y a la 
vez absuelta penalmente, tratándose de los mismos 
hechos y el mismo desvalor4.

Es cierto que la jurisprudencia constitucional ha 
permitido que coexistan varios regímenes sanciona-

-
mente, que en lo penal y lo disciplinario haya deci-
siones en sentidos distintos sobre la misma conducta 
y desvalor5.

Sin embargo, aunque la Constitución permite es-
tablecer dos procedimientos y sanciones dispares, 
esta no prohíbe, -
sibilidad y establecer un fuero de atracción hacia lo 
penal. En este caso se consagra un trato desigual a 
favor de los funcionarios aforados, el cual se justi-

investigaciones y la protección de la independencia 
judicial.
3  Este Código fue aprobado por el Congreso, el cual debe 

decidir unas objeciones puntuales del Gobierno, previo a 
la sanción presidencial del mismo. Por ese motivo en el 

-
ral Disciplinario”, a la espera de que ese proyecto de ley 
sea aprobado y sancionado antes que el presente proyec-
to.

4  Caso distinto sería si la conducta no constituye delito, 
pero sí falta disciplinaria. Aquí estamos hablando de un 
desvalor distinto.

5  Sentencia C-244 de 1996.

ii. Independencia de la Rama Judicial: el artículo 
22 señala que “Las investigaciones no podrán ver-
sar sobre el contenido de las providencias judicia-
les o de las investigaciones penales adelantadas por 
la Fiscalía General de la Nación, sin perjuicio de 
la responsabilidad a la que haya lugar por favore-
cer indebidamente intereses propios o ajenos”. Esta 
disposición es de suma importancia para evitar pre-
siones indebidas que puedan obstaculizar el correcto 
ejercicio de las funciones jurisdiccionales o consulti-

de poderes e independencia de los jueces.
iii. Inmunidad funcional:

en claridad. Implica que en todas las etapas de la in-
vestigación se debe respetar la inmunidad funcional 
de los servidores aforados, y en ningún caso podrá 
utilizarse para cuestionar sus decisiones.

iv. Integralidad del fuero: siguiendo la reciente 
decisión de la Corte Constitucional (Sentencia SU-
431 de 2015), se prohíbe que procedimientos sancio-
natorios distintos a los previstos en esta ley puedan 
pesar sobre los servidores aforados.

El Título II regula el procedimiento de investi-
gación, estableciendo disposiciones generales dentro 
de las cuales se encuentra la atribución de funciones 
de control de garantías al Tribunal Superior de Bo-
gotá. En relación con la investigación preliminar se 

-
tuaciones de investigación, las medidas cautelares y 
la colaboración de todos los órganos que cumplen 
funciones de policía judicial, bajo la dirección de la 
Comisión de Aforados. Se regula también la etapa 
de la investigación formal y la subsidiariedad de las 
demás actuaciones sancionatorias respecto de la pe-

cada una de las actuaciones.
El Título III regula el juzgamiento ante la Corte 

Suprema y ante el Congreso, según sea el caso.
Por último, el Título IV regula la conformación 

de la Comisión de Aforados y el Título V las dispo-
siciones transitorias.

Tipo de ley
El presente proyecto es una ley ordinaria. Aunque 

trata materias relativas a la administración de justicia 
y a los derechos fundamentales de los aforados, en 
esencia se trata de una ley de procedimiento, las cua-
les la Corte Constitucional ha dicho repetidamente 
que no tienen reserva de ley estatutaria.

Respecto de los derechos fundamentales, ha dicho 
la Corte que tienen reserva de ley estatutaria los pro-
yectos normativos que desarrollan “(i) los elementos 

la Constitución, (ii) cuando se expida una normati-
vidad que consagre los límites, restricciones, excep-
ciones y prohibiciones que afecten el núcleo esen-
cial, (iii) cuando el legislador tenga la pretensión de 
regular la materia de manera integral, estructural y 
completa la regulación del derecho, (iv) que aludan 
a la estructura general y principios reguladores y (v) 

-
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les e importantes de los derechos”6. En este caso no 
se presenta ninguna de esas situaciones. Se trata de 

cual se ponderan algunos derechos fundamentales. 
En este caso el trámite es de ley ordinaria: “cuando 
la ley tenga como cometido armonizar o ponderar 
derechos, que sin duda es su función más común, de-
berá ser tramitada por procedimientos ordinarios”7.

En cuanto a la reserva de ley estatutaria relacio-
nada con la administración de justicia, ha dicho la 

“la estructura orgánica 
esencial de la administración de justicia”8. Este 
proyecto no trata esa estructura orgánica esencial, la 
cual se propone reformar por medio de otro proyecto 
de ley, el cual fue radicado el mes pasado ante la 
Cámara de Representantes9. Simplemente regula los 
procedimientos de un órgano que ya fue creado por 
vía de reforma constitucional.

Atentamente,

6

  Ibid.

9  Proyecto de Ley Estatutaria número 130 de 2014 Cáma-
ra, presentado por el Gobierno Nacional.

SENADO DE LA REPÚBLICA

Secretaría General (arts. 139 y ss. Ley 5ª de 1992)

El día 10 del mes de noviembre del año 2015, se 
radicó en este despacho el Proyecto de ley número 

-
cionales y legales, por el Ministro del Interior doc-
tor Juan F. Cristo, Ministro de Justicia doctor Yesid 
Reyes.

El Secretario General,

Gregorio Eljach Pacheco.

SENADO DE LA REPÚBLICA

Sección de leyes

Bogotá, D. C., 10 de noviembre de 2015

Señor Presidente:

Proyecto de ley número 
118 de 2015 Senado, por medio de la cual se regu-
lan los procedimientos de la Comisión  de Aforados 
y se dictan otras disposiciones”, me permito pasar a 
su despacho el expediente de la mencionada inicia-
tiva que fue presentada el día de hoy ante la Secre-
taria General por los Ministros del Interior doctor 
Juan Fernando Cristo Bustos y de Justicia doctor 
Yesid Reyes Alvarado y con el acompañamiento de 
los honorables Senadores Jimmy Chamorro, Jaime 
Durán Barrera, Manuel Enríquez Rosero, Hernán 
Andrade, Guillermo García R., Luis F. Duque Gar-
cía, Rosmery Martínez  Rosales, Édinson Delgado 
Ruiz, la materia de que trata el mencionado proyec-
to de ley es competencia de la Comisión Primera 
Constitucional Permanente del Senado de la Repú-
blica, de conformidad con las disposiciones consti-
tucionales y legales.

El Secretario General,

Gregorio Eljach Pacheco.

Presidencia del honorable Senado de la Repú-
blica – noviembre 10 de 2015

De conformidad con el informe de Secretaría 
General, dese por repartido el precitado proyecto 
de ley a la Comisión Primera Constitucional y en-
víese copia del mismo a la Imprenta Nacional para 
que sea publicado en la Gaceta del Congreso. 

Cúmplase.

El Presidente del honorable Senado de la Re-
pública,

Luis Fernando Velasco Chaves.

El Secretario General del honorable Senado de 
la República,

Gregorio Eljach Pacheco.

* * *
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CONCEPTO JURÍDICO DEL MINISTERIO DE 
VIVIENDA AL PROYECTO DE LEY NÚMERO 

01 DE 2015 SENADO, 
por la cual se reglamentan los estándares de cali-

dad y habitabilidad en la vivienda de interés social 

2015ER0115635
Bogotá, D. C., 
Doctor
JESÚS MARÍA ESPAÑA VERGARA
Secretario de la Comisión Séptima 
Senado de la República

La Ciudad
Asunto: Proyecto de ley número 01 de 2015, 

Senado, por la cual se reglamentan los estándares 
de calidad y habitabilidad en la vivienda de inte-
rés social” 
2015ER0115635.

En atención a su solicitud efectuada a través de la 
comunicación señalada en el asunto, una vez anali-
zado el texto del proyecto de ley, a continuación se 
presentan las consideraciones de constitucionalidad 
y conveniencia sobre el articulado:

- En relación con el artículo 2°:

en cada Plan Nacional de Desarrollo el Gobierno na-
cional establecerá el tipo y precio máximo de la vi-
vienda de interés social, la cual es destinada para los 
hogares de menores ingresos.

En desarrollo de la mencionada disposición nor-

estableció el valor de las viviendas de interés social 
y prioritario, así:

-
da de interés prioritario.

De conformidad con el artículo 91 de la Ley 388 
de 1997, la vivienda de interés social es la unidad 
habitacional que cumple con los estándares de ca-
lidad en diseño urbanístico, arquitectónico y de 
construcción y cuyo valor no exceda ciento treinta 
y cinco salarios mínimos mensuales legales vigentes 
(135 smmlv).

(...)
Parágrafo primero. Se establecerá un tipo de vi-

vienda denominada vivienda de interés social prio-
ritario, cuyo valor máximo será de setenta salarios 
mínimos mensuales legales vigentes (70 smmlv).”

-
pedida por el Congreso de la República, soportan los 
indicadores y metas de la política pública de vivienda 
destinada a la población con mayor vulnerabilidad.

C O N C E P T O S  J U R I D I C O S
Ahora bien, el artículo 2° del proyecto de ley vul-

2015, mediante la cual se aprobó el Plan Nacional de 
Desarrollo, siendo esta una norma de superior jerar-
quía, y restringe sin fundamento la aplicación de su 
parágrafo 2° que establece la facultad del Gobierno 

-
cial y prioritaria en el caso de programas y/o proyec-
tos de renovación urbana.

Adicionalmente, la propuesta normativa contradi-

los departamentos de Amazonas, Guainía, San An-
drés, Providencia y Santa Catalina, Putumayo, Cho-
có, Vaupés y Vichada, teniendo en cuenta los costos 
de los materiales de construcción y el transporte de 
los mismos en dichas regiones del país.

- En relación con el artículo 3°:
En el numeral 1 se indica que las viviendas de 

interés social (VIS) y las Viviendas de Interés Prio-
ritario (VIP) deben contar con todos los estudios 
y diseños, arquitectónicos, estructurales, hidráuli-
cos, sanitarios, eléctricos y de telecomunicaciones 
que exijan las normas vigentes. Esto constituye, de 
una parte, una disposición que reitera lo dispuesto 
en las normas que regulan el licenciamiento urbano 

de 20151

de otra, una contradicción pues los estudios y dise-
ños mencionados se requieren para la expedición de 
cualquier licencia urbanística en el país, no solo para 
el desarrollo de VIS y VIP, los cuales en los términos 

los curadores urbanos o la autoridad de planeación, 
según corresponda.

Sobre el contenido del numeral 3, es importan-
te señalar que el valor de una vivienda incluye los 
costos relativos al predio, las obras de urbanismo y 
las obras de la vivienda. En este sentido, el valor de 
la vivienda se incrementa de manera directa al au-
mentar el área construida de la misma. A pesar de lo 
anterior, el proyecto de ley no incluye en su exposi-

Es importante anotar que en el periodo de Gobier-
no anterior, el área construida de las soluciones de 
vivienda en promedio era de 32 m2, mientras que en 
el Programa de Vivienda Gratuita, implementado a 

2 2.
Adicionalmente, teniendo en cuenta que la regla-

mentación de los usos del suelo, ordenamiento del 
-

cientes, entre otros, está en cabeza de los Concejos 
Municipales y Distritales a través de los Planes de 
Ordenamiento Territorial, es este instrumento ur-

1 Decreto Único del Sector Vivienda, Ciudad y Territorio.
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banístico el que permite determinar el área mínima 
construida de la vivienda en cada entidad territorial.

De otra parte, la exigencia establecida en el nu-
meral 4 no cuenta en la exposición de motivos con 

-

cual debe ser analizada, en todo caso, teniendo en 
cuenta la posibilidad de encontrar dichos materiales 
en el mercado, en cualquier región del país, de mane-
ra tal que no se desestimule o impida la producción 
de vivienda. Así, como se expondrá más adelante, el 

de 2015 sobre construcción sostenible.
En relación con lo dispuesto en el numeral 10, es 

de las entidades territoriales establecer dentro de su 
jurisdicción, a través de los planes de ordenamiento 
territorial, lo correspondiente a las cargas urbanísti-
cas que deben asumir los desarrolladores de proyec-
tos inmobiliarios en el marco del principio de reparto 

urbanizadores deben proveer los espacios públicos y 
equipamientos proporcionales al proyecto construi-
do. Por consiguiente, el numeral analizado carece de 

-
cios establecidos en la normativa urbana.

Por su parte, la disposición incorporada en el nu-
meral 11 es reiterativa de disposiciones legales que 

y las normas que lo reglamentan, como el Decreto 
-

para facilitar la accesibilidad en la vivienda a las per-
sonas con movilidad reducida, sea esta temporal o 
permanente, o cuya capacidad de orientación se en-
cuentre disminuida por la edad, analfabetismo, limi-

las barreras en el diseño y ejecución de las vías y 
espacios públicos y del mobiliario urbano, así como 

propiedad pública o privada.
Por último, ni la exposición de motivos del pro-

yecto de ley ni la redacción del parágrafo 2º del ar-

cuál es la condición especial de habitabilidad que se 
pretende prever en las zonas lacustres.

- En relación con el artículo 4°:
Debido a que, como se explicó anteriormente, el 

Plan Nacional de Desarrollo establece los precios 
máximos de las VIS y VIP, es necesario que todas las 
medidas técnicas exigibles a este tipo de viviendas 
estén debidamente soportadas en estudios jurídicos, 

correspondientes sean excedidos.
No obstante lo anterior, para evitar que las VIS y 

VIP se construyan sin las debidas condiciones técni-
cas, el Ministerio de Vivienda, Ciudad y Territorio 
expidió la Resolución número 549 del 10 de julio 

de 2015 sobre parámetros y lineamientos de cons-
trucción sostenible. En dicha resolución se plantea 
la obligación de cumplir con ciertos porcentajes de 
ahorro en el consumo de agua y energía –de confor-

la incorporación de nuevas tecnologías en los dise-
ños arquitectónicos.

Así mismo, en la mencionada resolución se inclu-
yó una lista de medidas indicativas, algunas activas, 
es decir, que comprenden el uso de sistema mecáni-

que se incorporan en el diseño arquitectónico y pro-
penden por el aprovechamiento de las condiciones 
ambientales del entorno, para alcanzar porcentajes 
de ahorro y energía en el consumo de los diferentes 

VIS y VIP.

y VIP están fundamentadas en estudios técnicos de 

ahorro posible de agua y energía con el menor im-
pacto en el costo de la construcción de las soluciones 
habitacionales, lo cual no se observa en el proyecto 
de ley.

El parágrafo 1° no es claro en qué medida el Go-
bierno nacional debería priorizar aquellos proyectos 
de vivienda que utilicen energía alternativa, toda vez 
que el desarrollo de los mismos depende de los di-
versos actores del mercado inmobiliario y de la cons-
trucción en el país.

En relación con el parágrafo 2° del artículo 6° del 
proyecto de ley, es importante resaltar que no existe 
un régimen de control y vigilancia a cargo de este 
Ministerio, y tampoco está facultado para imponer 
sanciones que no estén previamente señaladas por la 
ley.

De otra parte, en relación con los parágrafos 3° 
del artículo 3°, 2° del artículo 4° y 2° del artículo 5°, 
es pertinente señalar que el Consejo de Estado y la 
Corte Constitucional han determinado que la facul-
tad reglamentaria del Presidente de la República no 
puede ser limitada temporalmente por el legislador, 
por lo que dichas disposiciones no pueden establecer 
plazos para su reglamentación. Los pronunciamien-
tos jurisprudenciales han señalado:

“La potestad reglamentaria es una función ad-
ministrativa atribuida por la Constitución Política 
al Gobierno nacional, para la correcta y cumplida 
ejecución de las leyes, que, como ha tenido oportuni-
dad de señalar esta Sala, es de carácter permanente, 
inalienable e irrenunciable.

Al ser una atribución otorgada constitucional-
mente al Presidente de la República, en su calidad 
de primera autoridad administrativa, no necesita de 

limitada en cuanto a la materia y el tiempo en que 
pueda utilizarla, mientras continúe vigente la norma 
legal a reglamentar (...)”2

2 Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administra-
tivo, Sección Tercera, sentencia del 3 de diciembre de 
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“La jurisprudencia constitucional ha insistido 
en que someter la potestad reglamentaria a una li-

establecido en el artículo 189 numeral 11, superior, 
según el cual, la potestad reglamentaria no solo ra-
dica en cabeza del Presidente de la República como 
suprema autoridad administrativa sino que el Presi-
dente conserva dicha potestad durante todo el tiem-

cumplida ejecución. En otras palabras: el legislador 
no puede someter a ningún plazo el ejercicio de la 
potestad reglamentaria”3.

Por último, además de las consideraciones espe-
-

posiciones que son de competencia exclusiva de las 
entidades territoriales, de conformidad con el nume-

ya se encuentran establecidas en otras disposiciones 

-
var cómo pueden generar impactos positivos sobre 
la construcción de viviendas VIS y VIP, y no restrin-
gir, desestimular o impedir su producción. En con-
secuencia, se solicita el archivo del proyecto de ley.

Comisión Séptima Constitucional Permanente 
del honorable Senado de la República. Bogotá D. 
C., a los seis (6) días del mes de noviembre del año 
dos mil quince (2015) – En la presente fecha se 
autoriza la publicación en Gaceta del Congreso de 
la República, las siguientes consideraciones.

3

Concepto del: Ministerio de Vivienda
Refrendado por: Guillermo Herrera Castaño, 

Viceministro de Vivienda
Al Proyecto de ley número: 01 de 2015 Senado 
Título del proyecto: -

tan los estándares de calidad y habitabilidad en la 
vivienda de interés social.

Número de folios: Seis (6)
Recibido en la Secretaría de la Comisión Sépti-

ma del Senado del día: viernes seis (6) de noviem-
bre de 2015.

Hora: 5:39 p. m.
Lo anterior, en cumplimiento de lo ordenado en 

el inciso 5° del artículo 2° de la Ley 1431 de 2011.
El Secretario,
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